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BOLETÍN INFORMATIVO* 
 

 

 

TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA 

SALA DE CASACIÓN SOCIAL 

TRABAJADORES RESIDENCIALES, JURISDICCIÓN LABORAL, ENTREGA DEL 

INMUEBLE 

En la página del Tribunal Supremo de Justicia, Sala de Casación Social, fue publicada sentencia 

signada con el número 0461 de fecha 13 de diciembre de 2019, mediante la cual se declara que los 

asuntos que se susciten con ocasión de la entrega material del inmueble otorgado a la antes 

denominada conserje, hoy trabajadora residencial, bien bajo la vigencia de la derogada Ley 

Orgánica del Trabajo (1997) y el vigente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley Especial para 

la Dignificación de Trabajadoras y Trabajadores Residenciales, al tratarse de una obligación en el 

marco de una relación de trabajo, es la jurisdicción laboral la competente para conocer de la 

misma, ello, conforme a lo previsto en el numeral 4 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo; por 

lo que el procedimiento aplicable para la sustanciación de la misma, será el ordinario establecido 

en dicha normativa. Del mismo modo se establece que, terminada la relación de trabajo nace la 

obligación para quien prestó servicios como conserje o trabajadora residencial de entregar el bien 

inmueble destinado a la vivienda, prestación esta que se genera a favor del patrono o empleador, 

por consiguiente, al haber la relación jurídica que lo autoriza perdido validez y por tanto ha dejado 

de producir efectos jurídicos queda obligado el hoy trabajador o trabajadora residencial a hacer la 

entrega material del inmueble otorgado como habitación durante la existencia del vínculo laboral, 

por ello, se dice que estamos en presencia de una obligación de hacer, que se origina en el marco 

de una relación de trabajo, en el que se establecen derechos y obligaciones tanto para el patrono 

como para el trabajador, por tanto, al quedar extinguido el vínculo laboral y haber sido otorgado 

dicho inmueble como habitación para el cumplimiento de sus funciones, se debe entregar el mismo 

en las condiciones en que habían sido recibidas, para tal fin. 

Establece lo siguiente: 

(…) 

PUNTO PREVIO 

Preliminarmente considera esta Sala precisar la competencia de la jurisdicción laboral 

para conocer de los asuntos como el de autos, a saber, la entrega material del Inmueble 

destinado a la habitación, de quien se desempeñe como trabajador o trabajadora de limpieza 

y aseo de las áreas comunes de inmuebles. 

En este orden de ideas, es pertinente hacer las siguientes precisiones: 
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El régimen de los trabajadores o las trabajadoras antes denominadas Conserjes hoy 

Trabajadores Residenciales, es regulada por primera vez legalmente en la Ley Orgánica del 

Trabajo promulgada el 20 de diciembre de 1990 y publicada en el N° 4.240 Extraordinaria 

de la Gaceta Oficial de la entonces República de Venezuela, en la que se incluyó la mayoría 

de las disposiciones del Reglamento de la Ley del Trabajo de 1973. Normas que se 

mantuvieron en la reforma de la Ley Orgánica del Trabajo del año 1997. 

 En el año 2011, se dictó el Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley Especial para 

la Dignificación de Trabajadores y Trabajadores Residenciales, publicado en Gaceta Oficial 

de la República Bolivariana de Venezuela N° 39.668 del 6 de mayo de 2011. 

Se destaca, que el trabajo de los conserjes, hoy Trabajadores Residenciales, dada las 

características del mismo, que le dan una fisonomía particular, se ha tratado en el ámbito del 

derecho laboral, como un régimen especial. 

En lo que interesa al presente asunto, una de las características de este tipo de trabajo, 

es el derecho de además de percibir un salario en retribución del servicio prestado, que el 

patrono le suministre vivienda, la cual está el trabajador obligado a entregar al término de la 

relación de trabajo. 

Sobre las desavenencias en la entrega material del inmueble provisto por el empleador 

para el cumplimiento de funciones como conserje o trabajador residencial, es necesario citar 

lo señalado por la Sala Plena de este Máximo Tribunal, en sentencia publicada bajo el n° 1 

del 15 de febrero de 2012, la cual es del tenor siguiente: 

Cabe destacar que el Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de 

Reforma Parcial de la Ley Orgánica del Trabajo, publicado en la Gaceta Oficial 

Extraordinaria de la República Bolivariana de Venezuela Nº 6.024 

Extraordinario del seis (06) de mayo de dos mil once (2.011), en su artículo 1º 

eliminó “el Capítulo III, del Título V, intitulado Del Trabajo de los Conserjes, 

contentivo de los artículos: 282, 283, 284, 285, 286, 287, 288, 289 y 290” de la 

hasta entonces vigente Ley Orgánica del Trabajo. 

También, recientemente entró en vigencia el Decreto Nº 8.197, mediante el cual 

se dictó el Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley Especial para la 

Dignificación de Trabajadoras y Trabajadores Residenciales, publicado en la 

Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela No. 39.668, del Seis 

(06) de mayo de dos mil once (2.011), el cual en su artículo 39, expresa lo 

siguiente: 

Artículo 39. La terminación de la relación de trabajo de los trabajadores y 

trabajadoras residenciales implica la desocupación de la vivienda, para lo cual 

deberán cumplir los plazos de desocupación previstos en el presente Decreto 

con Rango, Valor y Fuerza de Ley. 
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En caso de conflicto sobre el plazo determinado o la ejecución concreta de la 

desocupación se debe recurrir en primera instancia a procesos de mediación y 

agotando las vías administrativas, antes de recurrir a las instancias judiciales 

con competencia en la materia. En ningún caso podrá realizarse un desalojo 

forzoso y arbitrario. 

El artículo supra transcrito, establece que en caso de discrepancias entre las 

partes, en relación al plazo para desocupar el inmueble destinado como vivienda 

de los trabajadores o trabajadoras residenciales o la desocupación en sí del 

mismo, se debe recurrir primeramente a la vía administrativa, entiéndase la 

Inspectoría del Trabajo respectiva, para agotar los procesos de mediación y 

conciliación, antes de acudir a la vía jurisdiccional, lo cual, según se aprecia en 

autos, se realizó. Establecido lo anterior, sin embargo, el artículo 3 del Código 

de Procedimiento Civil consagra el principio denominado perpetuatio 

jurisdictionis, en el cual, tanto la jurisdicción como la competencia se determinan 

de acuerdo a la situación fáctica y normativa existente para el momento de la 

presentación de la demanda, salvo que la ley no disponga expresamente lo 

contrario, que en este caso, en concreto, fue interpuesta el tres (03) de agosto de 

dos mil nueve (2.009). 

Al respecto, refiere la Sala, que la Ley Orgánica del Trabajo de mil novecientos 

noventa y siete (1.997), establece que tal solicitud debe tramitarse mediante el 

procedimiento contemplado en su artículo 288, el cual dispone lo siguiente: 

Artículo 288. Cuando el patrono proporcione al conserje habitación en el 

inmueble donde preste sus servicios, aquélla deberá reunir las condiciones 

higiénicas de habitabilidad indispensables. El valor estimado de lo que 

correspondería al canon de arrendamiento se computará como parte del salario. 

Cuando las partes no se hayan acordado sobre la fecha a desocupar la 

habitación, el Inspector del Trabajo, o en su defecto la primera autoridad civil 

del Municipio o Parroquia, la fijará prudencialmente. A la terminación de la 

relación de trabajo, el conserje deberá entregar la habitación en las mismas 

condiciones en que la recibió 

De esta forma, en la norma antes transcrita puede evidenciarse que al no lograr 

acordar la fecha de desocupación, las instancias ut supra mencionadas deben 

hacerlo, y de esta manera, pueda realizarse efectivamente la entrega material del 

inmueble que ocupa la conserje ahora trabajadora residencial, situación que debe 

ser gestionada por el Inspector del Trabajo o la Primera Autoridad Civil de la 

Parroquia o Municipio, donde se encuentra dicho inmueble. 

En el caso de autos, es claro que dicha competencia se encuentra atribuida a la 

Jurisdicción Laboral puesto que se inserta en los casos en que el sistema 

venezolano remite a dichos mecanismos de solución, asuntos estos regulados por 
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la Ley Orgánica del Trabajo y su Reglamento, de conformidad con la disposición 

contenida en el artículo 288, antes mencionado. 

Por otra parte, al tratarse el presente caso de que la ocupación del inmueble 

es consecuencia de una relación laboral y, en específico, del régimen especial 

del trabajo antes catalogado como “conserjería”, esa ocupación del 

inmueble no es producto de un contrato de arrendamiento, sino que el 

mismo constituye “un derecho accesorio de otro principal, el de percibir el 

salario en retribución del servicio” (Rafael A.G. en “Nueva Didáctica del 

Derecho del Trabajo” 11º Ed, página 276) .(Resaltado de la Sala de Casación 

Social). 

Consecuencia de lo anterior, es que no resulta aplicable al presente caso el 

régimen legal inquilinario, por mandato expreso del artículo 5 de la Ley de 

Arrendamientos Inmobiliarios, el cual dispone: 

“Quedan excluidas del régimen del presente Decreto Ley, sólo a los efectos de 

la terminación de la relación arrendaticia, el arrendamiento o subarrendamiento 

de viviendas o locales cuya ocupación sea consecuencia de una relación laboral, 

o de una relación de subordinación existente; no así a los efectos de la fijación 

de la renta máxima mensual de los inmuebles sujetos a regulación, cuando el 

valor rental forme parte del sueldo o salario, sin perjuicio de lo dispuesto en la 

Ley Orgánica del Trabajo.” 

Visto lo anterior, necesario se hace señalar el contenido del artículo 29 de la Ley 

Orgánica Procesal del Trabajo, que expresa: 

Los Tribunales del Trabajo son competentes para sustanciar y decidir: 

1) Los asuntos contenciosos del trabajo, que no correspondan a la conciliación 

ni al arbitraje; 

2) Las solicitudes de calificación de despido o de reenganche, formuladas con 

base en la estabilidad laboral consagrada en la Constitución de la República 

Bolivariana de Venezuela y en la legislación laboral; 

3) Las solicitudes de amparo por violación o amenaza de violación de los 

derechos y garantías constitucionales establecidos en la Constitución de la 

República Bolivariana de Venezuela; 

4) Los asuntos de carácter contencioso que se susciten con ocasión de las 

relaciones laborales como hecho social, de las estipulaciones del contrato de 

trabajo y de la seguridad social; y 

5) Los asuntos contenciosos del Trabajo relacionados con los intereses 

colectivos o difusos. 
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A este respecto, la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de 

Justicia, en sentencia número 00341, del trece (13) de abril de dos mil cuatro 

(2.004), y publicada el catorce (14) de abril de dos mil (2.000), con ponencia del 

Magistrado Hadel Mostafá Paolini (Caso: MONACA), establece: 

(…) corresponde a la jurisdicción laboral el conocimiento y decisión de todos 

los asuntos vinculados con esta materia, en virtud de los principios de 

integridad, especialidad y exclusividad que resguarda a dicha jurisdicción, 

según lo establecido en el artículo 5 de la Ley Orgánica del Trabajo, salvo las 

excepciones que la misma establece, a saber: i) procedimientos de conciliación 

y arbitrajes (artículo 655 eiusdem), que será de competencia de la Junta de 

Conciliación o de Arbitraje, según el caso; y ii) en los casos de recursos 

ejercidos contra las decisiones o resoluciones del Ministro del Trabajo relativas 

a la negativa de este de registrar las organizaciones sindicales (artículo 425 

eiusdem), las federaciones y confederaciones sindicales (artículo 465 ibidem), 

y, finalmente, la negativa a la oposición que se haga de las convocatorias para 

negociaciones en convenciones colectivas (artículo 519 ibidem) en cuyos casos, 

el ejercicio del recurso es ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa. (En 

este sentido véase sentencia de esta Sala N° 949 del 15 de mayo de 2001.) (…) 

.Sic. 

Para ratificar lo antes expuesto, el autor H.A.J.M., en su trabajo publicado en la 

obra colectiva “Comentarios a la Ley Orgánica del Trabajo y su Reglamento” 

Tomo I, 3ª edición, Barquisimeto, 2.001, señala que: 

El suministro de la vivienda para el conserje plantea el problema del desalojo 

de la misma en el momento en el que concluye la relación de trabajo. Es lógico 

que haya de concedérsele un plazo al trabajador con el fin de que éste busque 

un nuevo sitio en donde vivir, sin embargo dicho plazo no puede extenderse 

indefinidamente, de allí que no cabría, para estos casos, la aplicación supletoria 

de las que, en materia inquilinaria, regulan el desalojo de viviendas. El 

procedimiento que ha sido previsto en la ley es por demás sencillo y expedito: 

en principio la fecha de desalojo debe ser fijada de mutuo acuerdo por las 

partes, a falta de acuerdo, será el Inspector del Trabajo, o en su defecto, la 

primera autoridad civil del municipio o parroquia, quien tendrán a su cargo la 

fijación de dicha fecha, fijación que deberá ser hecha dentro de los límites de la 

prudencia. Aún cuando la Ley no contiene previsión alguna, contra la decisión 

del inspector del trabajo, cabrá el recurso de nulidad ante el Juez competente 

en materia de trabajo, y en el caso del prefecto, habrá que acudir a la 

jurisdicción contencioso administrativa. 

Si el conserje, ahora trabajador residencial, no desaloja en el plazo 

convenido o fijado, incurrirá en responsabilidad civil y el patrono podrá 

acudir ante un tribunal del trabajo con el fin de hacer cumplir el desalojo 
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Es por lo anterior que, y como ya se señaló, la ocupación del inmueble por parte 

de la demandada se debe a su desempeño como conserje ahora trabajadora 

residencial, hecho que constituye la existencia de una relación laboral, por lo que 

al solicitarse la entrega material de dicho inmueble, son los Tribunales con 

competencia en materia del Trabajo, los llamados a resolver la presente 

pretensión, por tener atribuida dicha competencia de conformidad con la 

normativa, tanto de las entradas actualmente en vigencia, así como lo establecido 

en el numeral 4 del artículo 29 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo ya se 

encontraba vigente para el momento de la interposición de la demanda que, 

además son coincidentes con la solución adoptada por esta Sala al caso bajo 

examen, por lo que entonces, en este caso, correspondería al Tribunal 

Cuadragésimo Quinto de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y 

Ejecución del Circuito Judicial del Trabajo del Área Metropolitana de Caracas. 

Así se decide. (Destacado de esta Sala de Casación Social). 

Del pasaje transcrito, se colige que la Sala Plena de este Máximo Tribunal, al momento 

de regular la competencia en un conflicto planteado, concluye señalando que los asuntos que 

se susciten con ocasión de la entrega material del inmueble otorgado a la antes denominada 

conserje, hoy trabajadora residencial, bien bajo la vigencia de la derogada Ley Orgánica del 

Trabajo (1997) y el vigente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley Espacial para la 

Dignificación de Trabajadoras y Trabajadores Residenciales, al tratarse de una obligación 

en el marco de una relación de trabajo, es la jurisdicción laboral la competente para 

conocer de la misma, ello, conforme a lo previsto en el numeral 4 de la Ley Orgánica 

Procesal del Trabajo; por lo que el procedimiento aplicable para la sustanciación de la 

misma, será el ordinario establecido en dicha normativa. Así se establece. 

(omisis) 

Así las cosas, queda verificado a los autos, que la ciudadana María Elena Rodríguez 

Arribasplata, no presta servicio a los residentes del Edificio “F” del Conjunto Residencial 

La Sierra, es decir no ejecuta labor alguna, no existe continuidad desde hace más de diez 

(10) años, que no recibe una contraprestación desde la última quincena del mes de octubre 

de 2009, por tanto, no está sujeto a una subordinación o dependencia frente a la Junta de 

Condominio del Edificio “F” del Conjunto Residencial La Sierra, aspectos estos que 

desvirtúan el hecho tipo que determina la existencia del hecho trabajo. 

Se destaca que, sin entrar a analizar la causa de terminación de la relación de trabajo, 

ni la fecha de extinción del vínculo laboral, lo cual no constituye la ratio decidendi en la 

presente causa, la cual se enmarca en el cumplimiento de una obligación de hacer, como es 

entregar el bien inmueble en uso por las labores desempeñadas como conserje o trabajadora 

residencial, y a los fines de no vulnerar los derechos laborales que se originaron a su favor, 

se tiene que visto que la ciudadana María Elena Rodríguez Arribasplata, desde noviembre 

de 2013 hasta la fecha de interposición de la demanda en la presente causa, no ha realizado 

ninguna actuación de las legalmente previstas para exigir su derecho a permanencia en el 

http://www.zaibertlegal.com/


 
7 

 

 
Av. Libertador, Edificio Multicentro Empresarial del Este, Edificio Miranda, Piso 11, Oficina B-113, Chacao, Caracas – Miranda 

Zona Postal 1060, Venezuela. Teléfonos: +58.212.2635902 +58.212.2637902 Fax: +58.212.2660079. 
www.zaibertlegal.com - escritorio@zaibertlegal.com 

 

empleo, no pudiendo considerarse en estricta puridad de derecho que la relación de trabajo 

se encuentra indefinidamente suspendida, ya que dicha institución tal como lo ha señalado 

esta Sala de Casación Social, no puede superar los 12 meses (véase s. n° 75 de fecha 17 de 

febrero de 2017). Asimismo, es contrario a derecho sostener que se mantiene una relación 

de trabajo, sin darse los elementos que configuran la existencia de la misma, por 

consiguiente, es concluyente para esta Sala que al no darse los supuestos de hecho que 

definen la relación de trabajo, es claro, que el vínculo de naturaleza laboral que unió a la 

parte actora con la parte demandada se extinguió. Así se decide. 

Ahora bien a la luz, de lo establecido en el articulado que regula lo concerniente a la 

entrega material del inmueble destinado a vivienda de los Conserjes o Trabajadores 

Residenciales, uno de los supuestos necesarios para que proceda la misma, es que haya 

finalizado la relación de trabajo, indistintamente de la causa por la cual se extinguió el 

vínculo laboral. (ex artículo 39 y 40 del Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley Especial 

para la Dignificación de Trabajadores y Trabajadoras Residenciales y artículo 288 de la Ley 

Orgánica del Trabajo (1997) aplicable ratione temporis, cuando se originaron los hechos). 

Por su parte, exige el artículo 39 del citado Decreto que se debe agotar la vía 

administrativa, antes de recurrir a las instancias judiciales. Sobre dicho supuesto, la Sala 

Político Administrativa de este Alto Tribunal en sentencia n° 175 del 15 de marzo de 2017, 

emitió pronunciamiento, tal como se desarrollo supra, pues al momento de pronunciarse 

sobre sí el Poder Judicial tiene jurisdicción para conocer de la presente causa, consideró que 

la actuación realizada por la Junta de Condominio del Edificio “F” del Conjunto Residencial 

La Sierra, el 30 de abril de 2015, en la cual presentó ante la Sala de Reclamo de la Inspectoría 

del Trabajo del Municipio Guaicaipuro del Estado Bolivariano de Miranda, solicitud de 

entrega material del inmueble, la cual fue declarada inadmisible, es suficiente para agotar 

los procesos de mediación y conciliación antes de acudir a la vía jurisdiccional. Así se 

establece. 

Además exige el artículo 39 del Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley Especial 

para la Dignificación de Trabajadores y Trabajadoras Residenciales, que debe haber 

transcurrido un plazo mínimo de tres (3) meses para la desocupación del inmueble, contado 

a partir de la fecha en que se haga efectivo el pago total de las prestaciones sociales y demás 

deudas laborales que persistieran al termino de la relación laboral. 

A los efectos de dilucidar dicho supuesto, se observa a los autos que la Junta de 

Condominio del Edificio “F”, del Conjunto Residencial La Sierra, presentó Oferta Real de 

Pago, en fecha 21 de marzo de 2013, admitida el 25 del mismo mes y año, con cuyo escrito 

además consignó Cheque de Gerencia signado con el nro. 04808730 a nombre de: María 

Elena Rodríguez, por un monto de Bs. 12.223,017 el cual se depositó por instrucciones del 

Juzgado Quinto de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Nuevo 

Régimen Procesal del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolivariano de 

Miranda, quien cumpliendo con el Manual de Normas y Procedimientos para la Oficina de 

Control de Consignaciones de Tribunales (OCC) del Trabajo, libró oficio a dicha oficina, la 
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cual dando cumplimiento a la misma, ordenó al Banco Bicentenario, Agencia Los Teques, 

la apertura de la cuenta de ahorro signada con el nro. 0175-0102-01-0061643347, cuya titular 

es la ciudadana María Elena Rodríguez Arribasplata, con un monto de doce mil doscientos 

veintitrés con diecisiete céntimos (Bs. 12.233,17). Materializada en fecha 17 de abril de 

2013. 

Se evidencia de las actas de dicho expediente de oferta real de pago, que desde la fecha 

que se libró la boleta de notificación de la ciudadana María Elena Rodríguez -25 de marzo 

de 2013-, la misma siendo infructuosa el 2 de diciembre de 2015 que se logró practicar  la 

notificación de la referida ciudadana, en la cual se le notificaba que debía comparecer ante 

el Juzgado Quinto de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Nuevo 

Régimen Procesal del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolivariano de 

Miranda, a los fines de retirar la cantidad oferida o en su defecto exponga lo que considere 

conveniente. Y es el 7 de junio de 2016, cuando la precitada ciudadana mediante diligencia 

rechaza la oferta presentada. 

En este orden de ideas, cabe destacar que conteste con la doctrina de esta Sala de 

Casación Social, el procedimiento de oferta real y depósito, es un mecanismo que tiene 

cabida en el proceso laboral, pero con un tratamiento y consideración particular respecto al 

establecido en la ley adjetiva común, en el entendido que es posible para el deudor –en este 

caso la empresa– acudir ante los tribunales laborales para ofrecer el pago de las cantidades 

que considera le adeuda al acreedor –en este caso el trabajador–, bien por prestaciones o por 

otros conceptos laborales al término de la relación, sin que ello signifique un menoscabo de 

la potestad que tiene este –el trabajador– de accionar conforme al procedimiento laboral 

ordinario, los derechos que tenga a bien reclamar, y menos aun implique o genere una 

violación al principio de irrenunciabilidad de los derechos laborales [Véase s. S.C.S. n° 753 

del 11 de noviembre de 2014 (caso: Ricardo Javier Cabrera López contra Weatherford Latín 

América, S.A.)]. 

Ahora, dicho procedimiento o mecanismo, se inicia como jurisdicción voluntaria, 

mediante la presentación de una solicitud unipersonal, ex parte -oferente-al juez para que 

constituya, otorgue eficacia o integre una relación jurídica, por lo cual la intervención 

judicial en estos supuestos se halla limitada a lo expresamente contemplado por la ley. 

En este orden, el Código Civil Venezolano específicamente, los artículos 1.306, 1.307 

y 1.309 establecen que la oferta real vincula los efectos del comportamiento del oferente a 

la ley, ya que la oferta real no constituye un simple ofrecimiento verbal, sino que exige 

además un desprendimiento de la cosa o bien para ponerla a disposición del acreedor con la 

mediación del tribunal, por tanto, constituye el ofrecimiento un elemento preparatorio de la 

consignación, el cual conforme al artículo 820 del Código de Procedimiento Civil, el deudor 

u oferente (en el derecho del trabajo el empleador o patrono) pondrá a la disposición del 

tribunal cosas, bienes u objetos para que las ofrezca al acreedor (trabajador) lo cual si bien 

es cierto en materia laboral no lo libera de las obligaciones que se generan como 

consecuencia de la relación de trabajo, pues tiene el trabajador el derecho a demandar lo que 
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a su entender le corresponda como diferencia de las mismas. Dicho ofrecimiento debe ser 

notificado al trabajador, conforme al artículo 126 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, 

quien una vez, notificado del procedimiento de oferta real podrá manifestar su conformidad 

o disconformidad con el monto depositado (Vide. s. S.C.S. n° 22 del 11 de febrero de 2016). 

De manera que, al haber consignado la Junta de Condominio del Edificio “F”, del 

Conjunto Residencial La Sierra, presentó Oferta Real de Pago, en fecha 21 de marzo de 

2013, la cantidad de Bs. 12.223,017, la cual consideró que se corresponde con el pago de las 

prestaciones sociales que le corresponde a la ciudadana María Elena Rodríguez, monto este 

a su disposición visto la apertura de la cuenta de ahorro signada con el nro. 0175-0102-01-

0061643347 en el Banco Bicentenario, de la cual ella manifestó su disconformidad 

extemporáneamente, pero no consta a los autos que haya demandado diferencia alguna, a los 

efectos de la sub lite, sin entrar a analizar si dicha cantidad es la que en derecho corresponde 

a la referida ciudadana, quien podrá acudir a la vía jurisdiccional en tutela de los derechos 

laborales que corresponda, se tiene que es dicha actuación sólo a los efectos de resolver la 

presente causa avala el supuesto objeto de análisis, a saber, el pago de las prestaciones 

sociales, pues no puede la omisión o contumacia de la referida ciudadana vedar los derechos 

u obligaciones que se hacen exigible al termino de la relación de trabajo. Así se decide. 

Asimismo, señala el referido artículo que no hayan transcurrido, más de tres meses 

desde el pago de las prestaciones sociales, es evidente que desde que se abrió la cuenta 

bancaria nro. 0175-0102-01-0061643347 en el Banco Bicentenario, a nombre de la 

ciudadana María Elena Rodríguez, a saber, 17 de abril de 2013, hasta la fecha de 

interposición de la demanda en la causa sub examine, 29 de noviembre de 2015, han 

trascurrido con creces el lapso exigido como mínimo en el artículo 39 del Decreto con 

Rango, Valor y Fuerza de Ley Especial para la Dignificación de Trabajadores y Trabajadoras 

Residenciales. Así se decide. 

De manera que, terminada la relación de trabajo nace la obligación para quien prestó 

servicios como conserje o trabajadora residencial de entregar el bien inmueble destinado a 

la vivienda, prestación esta que se genera a favor del patrono o empleador, por consiguiente, 

al haber la relación jurídica que lo autoriza perdido validez y por tanto ha dejado de producir 

efectos jurídicos queda obligado el hoy trabajador o trabajadora residencial a hacer la entrega 

material del inmueble otorgado como habitación durante la existencia del vínculo laboral, 

por ello, se dice que estamos en presencia de una obligación de hacer, que se origina en el 

marco de una relación de trabajo, en el que se establecen derechos y obligaciones tanto para 

el patrono como para el trabajador, por tanto, al quedar extinguido el vínculo laboral y haber 

sido otorgado dicho inmueble como habitación para el cumplimiento de sus funciones, se 

debe entregar el mismo en las condiciones en que habían sido recibidas, para tal fin. Así se 

establece. 

Así, dada la amplitud del tiempo transcurrido y de la inobservancia de la referida 

ciudadana de dar cumplimiento a la obligación establecida en el artículo antes transcrito, esta 

Sala ordena a la ciudadana María Elena Rodríguez Arribasplata, a que entregue el bien 
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inmueble en las mismas condiciones en que lo recibió en un plazo máximo de seis (6) meses 

contados a partir de la presente fecha. Así se decide. 

En mérito de las consideraciones expuestas, se declara con lugar la demanda incoada 

por la JUNTA DE CONDOMINIO DEL EDIFICIO “F”, DEL CONJUNTO 

RESIDENCIAL LA SIERRA, contra la ciudadana MARÍA ELENA RODRÍGUEZ 

ARRIBASPLATA. Así se decide. 

Para revisar el contenido completo, pulse aquí o siga el siguiente vínculo: 

http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scs/diciembre/309002-0461-131219-2019-18-174.HTML 

Se advierte que el vínculo anterior podría estar deshabilitado para el acceso fuera del Territorio de 

la República Bolivariana de Venezuela. 

13 de diciembre de 2019 

 

*El presente boletín fue preparado y divulgado por ZAIBERT & ASOCIADOS. Su propósito es difundir 

información de interés general en materia jurídica. El contenido de este informe no puede ser interpretado como 

una recomendación o asesoría para algún caso específico. Se recomienda consultar especialistas en la materia 

para la aplicación de su contenido. Quedan expresamente reservados todos los derechos. 
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